
 

 

 

 
 

 
 

2.- EL PRECINTO DEL VEHÍCULO.  

 Lo dicho en este apartado sirve para la ejecución ordinaria. La solicitud del  

precinto del vehículo embargado en un proceso de ejecución era una practica habitual  

con la anterior Ley de Enjuiciamiento Civil (aunque en la misma no estaba regulada),  

así una vez solicitada dicha medida por el ejecutante se libraba un oficio a la Policía  

Local y a la Guardia Civil, los cuales una vez que localizaban el vehículo sobre el cual  

se había acordado el precinto lo depositaban en el correspondiente depósito municipal  

de vehículos dando cuenta al Juzgado, y esté a su vez lo ponía en conocimiento de la  

parte ejecutante para que instara lo que a su derecho convenga.  

 Esta forma de proceder en la generó un problema práctico importante y fue que  

como muchas veces la petición del precinto del vehículo era utilizada solamente como  

una medida coactiva para que el deudor pagaré, el ejecutante una vez que tenía  

conocimiento de que el vehículo estaba precintado en el depósito municipal, nada 

instaba, por lo que se producía una acumulación de coches en los distintos depósitos  

municipales.  

 Este problema práctico iba acompañado con que el coste del depósito del  

vehículo en el deposito municipal, que en muchas ocasiones superaba el propio valor  

del vehículo, y que su pago correspondía en principio al acreedor ejecutante, por ser  

una cuestión que no es objeto de proceso, jurisprudencia que en la actualidad se sigue  

manteniendo18 

.  

 La naturaleza jurídica del precinto, es la de ser una garantía del embargo sobre  

el vehículo de motor. La garantía de los embargos en la nueva Ley de enjuiciamiento  

Civil viene regulada en la Sección 5ª y en la Sección 6ª del Capítulo III, del Título IV,  

del Libro III, en la primera de las secciones se regula las garantías de la traba de bienes  

muebles y derechos, y en la segunda de las secciones se regula la garantía del embargo  

de inmuebles y de otros bienes susceptibles de inscripción.  

 En ninguna de las secciones antes reseñada se regula el precinto del vehículo a  

motor, no pudiéndose entender a los efectos de lo dispuesto en el artículo 626.1 de la  

Ley de Enjuiciamiento Civil que un vehículo a motor es un bien necesitado de especial  

conservación19 

.  

 No puede defenderse que por costumbre, alegando que como se acordaba antes  

aun cuando no estaba regulado en la Ley, se ha de acordar ahora con la nueva Ley de  

Enjuiciamiento Civil, y ello en virtud del principio de legalidad previsto en el artículo 1  

de la Ley de Enjuiciamiento Civil20 



,  

 Ante la inexistencia de la regulación del precinto tal y como lo conocíamos en al  

nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, cabe preguntarse que garantía tiene en la actualidad  

el embargo de un vehículo a motor.  

 La garantía que tiene en la actualidad el embargo de vehículos a motor, es doble  

en primer lugar la prevista en el apartado primero del artículo 62921, es decir y a  

instancia del ejecutante, la anotación del embargo en el Registro, librándose el  

mandamiento de embargo por Fax en el mismo día de su expedición.  

 La segunda garantía que tiene el embargo de vehículos a motor, es la prevista en  

los artículos 626 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es decir el  

nombramiento de depositario, cuya regulación ha sido mejorada en la nueva Ley de  

Enjuiciamiento Civil, y en especial en el hecho en que el ejecutado tiene las mismas 

obligaciones que el depositario, hasta que sea nombrado el depositario y a él se le  

entreguen los bienes22 

.  

 Nombrado y aceptado el cargo de depósito, siendo una obligación del mismo la  

conservación de los bienes embargados23, para el supuesto en que el deudor ejecutado  

no entregue el vehículo embargado entiendo que si puede el depositario solicitar al  

Juzgado que se libre mandamiento para la localización del bien, para que una vez sea  

localizado el bien el mismo sea entregado al depositario que es la personal que tiene la  

obligación de la conservación del bien. 

 

 

15 El apartado primero del artículo 681 de la Ley de Enjuiciamiento Civil dispone: “La 

acción para exigir  

el pago de deudas garantizadas por prenda o hipoteca podrá ejercitarse directamente 

contra los bienes  

pignorados o hipotecados, sujetando su ejercicio a lo dispuesto en este título, con las 

especialidades que  

se establecen en el presente capítulo.”  

16 Así por ejemplo el apartado cuarto de la norma 65 del Libro de Honorarios del 

Consejo Valenciano de  

Colegios de Abogados que dice: “ En el supuesto de liberación del bien, previsto en el 

artículo 693.3,  

párrafo segundo (vivienda familiar y por una sola vez), y siempre que no haya habido 

oposición, los  

Honorarios serán el 100% de la Escala Segunda, tomando como base de cálculo el 

mayor de las  

siguientes cantidades: A) La cantidad por la que se admita la rehabilitación/liberación 

del bien. B) El  

importe de una anualidad de las cuotas pactadas.”  

17 Así el artículo 12 de Real Decreto 1373/03, de 7 de noviembre por el que se aprueba 

el arancel de  

derechos de los procuradores de los tribunales no prevé el supuesto de la rehabilitación 

de la hipoteca  

prevista en el artículo 693 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

18 Así el auto 106/05 de la Audiencia Provincial de la Rioja de 27/09/2005, que en su 

fundamento jurídico  

primero dispone: “La pretensión de la parte apelante de que "se acuerde la entrega del 

vehículo al  



depositario judicialmente nombrado, sin tener que efectuar pago alguno por este 

concepto", no puede en  

tales términos admitirse. En todo caso, la entrega del vehículo al depositario se acordó 

por el Juzgado a  

quo en fecha 28 de octubre de 2003 (folio 115), por lo que lo que se pretende someter a 

la decisión del  

Tribunal es el pago de los gastos generados por la estancia del vehículo en instalaciones 

municipales,  

pretendiendo el recurrente la exención de tales gastos, cuestión que excede del ámbito 

del procedimiento,  

sin perjuicio, obviamente, de las solicitudes o reclamaciones que pudieran efectuarse en 

sede adecuada.”  

19 El apartado primero del artículo 626 de la Ley de Enjuiciamiento Civil establece: “Si 

se embargasen  

títulos valores u objetos especialmente valiosos o necesitados de especial conservación, 

podrán  

depositarse en el establecimiento público o privado que resulte más adecuado.”  

20 Dispone el artículo 1: “En los procesos civiles, los tribunales y quienes ante ellos 

acudan e intervengan  

deberán de actuar con arreglo a lo dispuesto en esta Ley”.  

21 Dicho apartado dispone: “1. Cuando el embargo recaiga sobre bienes inmuebles u 

otros bienes o  

derechos susceptibles de inscripción registral, el secretario judicial encargado de la 

ejecución, a instancia  

del ejecutante, librará mandamiento para que se haga anotación preventiva de embargo 

en el Registro de  

la Propiedad o anotación de equivalente eficacia en el registro que corresponda. El 

mismo día de su  

expedición el Secretario judicial remitirá el mandamiento por fax, o en cualquiera de las 

formas previstas  

en el artículo 162 de esta ley. El Registrador extenderá el correspondiente asiento de 

presentación,  

quedando en suspenso la práctica de la anotación hasta que se presente el documento 

original en la forma  

prevista por la legislación hipotecaria.” 

22 Así viene establecido en el apartado segundo del artículo 627 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil: “Hasta  

que se nombre depositario y se le entreguen los bienes, las obligaciones y 

responsabilidades derivadas del  

depósito incumbirán, sin necesidad de previa aceptación ni requerimiento, al ejecutado 

y, si conocieran el  

embargo, a los administradores, representantes o encargados o al tercero en cuyo poder 

se encontraron los  

bienes  

23 Y ello conforme a lo dispuesto en el artículo 627.1 párrafo primero: “El depositario 

judicial estará  

obligado a conservar los bienes con la debida diligencia a disposición del Tribunal, a 

exhibirlos en las  

condiciones que Secretario judicial le indique y a entregarlos a la persona que éste 

designe.” 


